






PROYECTO DE LEY

PUERTO DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES
CAPÍTULO I

REIVINDICACIÓN DE DERECHOS
Artículo 1º.-
Reivindicase la jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sobre el Puerto de la Ciudad de Buenos Aires, conforme lo prescripto por el artículo 8º, párrafo “in fine” de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires y el derecho a solicitar al Estado Nacional la transferencia gratuita de su dominio, explotación y administración de conformidad con lo prescripto por la Constitución Nacional, la Constitución de la Ciudad y de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Nacional de Actividades Portuarias Nº 24.093.
CAPÍTULO II
CREACIÓN DEL ENTE ADMINISTRADOR DEL 

PUERTO DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES
Art. 2°.- Créase el Ente Administrador del Puerto de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con carácter de ente público no estatal. Su constitución, facultades, funciones y responsabilidades son las establecidas en la presente Ley.

Art. 3º.- El territorio, las aguas jurisdiccionales, la infraestructura y las instalaciones del Puerto de la Ciudad de Buenos Aires están afectados exclusivamente a la prestación de los servicios portuarios a buques, cargas y pasajeros conforme lo establece la Ley Nacional de Actividades Portuarias Nº 24.093, con el carácter de puerto de uso público y destino comercial.

CAPÍTULO III
FUNCIONES Y ATRIBUCIONES DEL ENTE

Art. 4º.- A los efectos del cumplimiento de los fines establecidos por la presente Ley el Ente Administrador del Puerto de la Ciudad de Buenos Aires tiene las siguientes atribuciones y funciones:

a) Ejercer la administración del Puerto en lo referente a la prestación de todos los servicios relacionados con su actividad específica y la finalidad esencial del mismo como herramienta del comercio marítimo y fluvial internacional e interjurisdiccional, procediendo a su explotación por sí o por terceros y evitando la realización de prácticas desleales y monopólicas.
b) Ejercer el control en el ámbito de la actividad portuaria del efectivo cumplimiento de lo normado por la presente, los estatutos que en su consecuencia se dicten, las leyes nacionales y demás normas aplicables sobre la materia.

c) Fijar el régimen tarifario conforme a las características operativas del puerto.

d) Promover la utilización del puerto y las vías fluviales como medio de transporte de mercancías y personas.

e) Participar y ejercer las competencias que le corresponden con relación a las tareas de dragado, balizamiento de los canales y dársenas de su jurisdicción y desarrollo de la navegación, promoviendo la realización de los acuerdos necesarios a fin de delimitar las responsabilidades en aquellos casos en que fuera necesario determinar las mismas y en todo lo que se refiere al normal funcionamiento de las vías de acceso terrestres y por agua, promoviendo la realización de acuerdos con las autoridades nacionales competentes en materia de construcciones portuarias y vías navegables y de seguridad de la navegación.

f) Otorgar permisos y concesiones para el desarrollo de sus actividades en el ámbito espacial de su competencia.

g) Aprobar el Estatuto del Ente.

h) Garantizar la realización de los servicios mínimos y esenciales que deberán prestarse a los buques y a las cargas conforme lo determina la Ley Nacional Nº 24.093 y las reglamentaciones de las autoridades nacionales competentes.

i) Facilitar a las fuerzas de seguridad y de control las instalaciones necesarias para el cumplimiento de sus funciones.

j) Coordinar con las demás autoridades competentes la forma de garantizar el cumplimiento de las normas de control ambiental.

Art. 5º.- A los fines del ejercicio de las atribuciones conferidas y de dar cumplimiento a sus funciones, el Ente en ningún caso y por ningún procedimiento podrá otorgar autorizaciones y habilitaciones que constituyan monopolios a favor del permisionario o concesionario, como así tampoco trasladar a terceros las facultades y obligaciones que le son propias y que surjan de la presente Ley o del estatuto del Ente.

Art. 6º.- El ejercicio económico-financiero del Ente es anual, iniciándose el 1º de Enero de cada año y concluyendo el 31 de diciembre de cada año, debiendo aplicarse lo normado por la Ley Nº 70 y demás normas relativas al tema.

Art. 7º.- El Ente debe presentar a la Auditoría General de la Ciudad el balance anual de gestión, dentro de los treinta (30) días posteriores a su aprobación por el Consejo Directivo.
CAPÍTULO IV
INTEGRACIÓN DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL ENTE Y FACULTADES

Art. 8º.- El Ente estará a cargo de un Consejo Directivo de nueve (9) miembros, integrado por cinco (5) representantes del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los cuatro (4) restantes en representación de los sectores interesados en el quehacer portuario, de conformidad con lo establecido por el artículo 12º de la Ley Nacional 24.093.
Art. 9º.- Los integrantes del Consejo Directivo del Ente Administrador del Puerto de la Ciudad de Buenos Aires tendrán un mandato de cuatro (4) años, pudiendo ser reelectos por el mismo período por una única vez, estableciendo el respectivo Estatuto las cualidades y metodología para su designación, reemplazo o remoción,
Art. 10.- Los representantes en el Consejo Directivo de los sectores vinculados con el quehacer portuario son designados por los Organismos o Cámaras representativas de los sectores. En caso de existir dos o más sectores que representen la misma actividad, éstos designan a uno de los organismos que los represente en el Consejo y en caso de no existir acuerdo, la Legislatura decidirá entre los candidatos propuestos.
Art. 11.- El Consejo Directivo tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

a) Administrar el patrimonio del Ente, celebrar todos los actos jurídicos y contratos, conforme la legislación vigente, y dentro de su objeto y funciones.

b) Ejercer todas las funciones que tenga a su cargo el Ente.

c) Aprobar el Presupuesto Anual de Gastos y Recursos y los Planes de Inversión.

d) Aprobar anualmente la Memoria, el Balance del Ejercicio y Cuentas de Inversión, las que luego de aprobadas deberán ser remitidas a las autoridades u organismos del gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires competentes, dentro del plazo de quince (15) días hábiles administrativos, para su conocimiento o efectos legales que correspondan.

e) Aceptar subsidios, legados y donaciones.

f) Nombrar, promover y remover al personal del Ente.

g) Delegar facultades de su competencia en el Presidente, Directores o personal superior del Ente.

h) Dictar las reglamentaciones que fueren necesarias para el mejor ejercicio de sus funciones.

i) Otorgar mandatos y poderes.

j) Establecer su estructura de funcionamiento, remunerativa y organigrama.

Art. 12.- Requisitos: para ser Director se requiere:
a) Ser argentino nativo o naturalizado, mayor de edad y constituir domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

b) No tener pendiente proceso criminal o correccional por delito doloso, no haber sido condenado por igual delito a pena privativa de libertad o de inhabilitación, ni ser fallido o concursado civil o comercialmente.

c) No haber sido exonerado, dejado cesante o ser destituido de alguno de los poderes del estado Nacional, Provincial o Municipal, salvo rehabilitación.

 

Art. 13.- Prohibiciones e incompatibilidades: No podrán integrar el Consejo Directivo:
a) Quienes con relación a otros Directores sean cónyuges, parientes por consanguinidad en línea recta, los colaterales hasta el cuarto grado inclusive y los afines dentro del segundo grado de parentesco.

b) Los Directores en representación del sector privado no podrán tener empleo o cargo público, remunerado o no, de carácter electivo o no, en la Nación, Provincias, Municipalidades o entes autárquicos o empresas del Estado Nacionales, Provinciales, Municipales o mixtas, excepto cargos docentes de nivel terciario o universitario.

c) No tener vínculo societario de carácter comercial con otros directores.

Art. 14.- El Presidente del Ente es designado por el Jefe del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. El resto de los representantes del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires son propuestos por el Jefe de Gobierno y designados por la Legislatura, con el voto de la mayoría absoluta del total de sus miembros.
Art. 15.- El presidente del Consejo Directivo es el  representante legal del Ente y cumple las funciones asignadas por la Constitución de la Ciudad  al Jefe del Gobierno de la Ciudad en su representación. El Presidente del Directorio es el  representante del Poder Ejecutivo de la Ciudad ante el Consejo Directivo, ejerce todas sus funciones por delegación de atribuciones, sin perjuicio de la facultad de avocación del Jefe de Gobierno cuando lo considere conveniente, y de las facultades de administración generales establecidas en el artículo 104º, inc. 20 de la Constitución de la Ciudad  y que en su representación el Presidente del Directorio ejerza.
Art. 16.- Las decisiones del Consejo Directivo se toman por mayoría simple de la mitad más uno de sus miembros presentes. El Presidente tiene doble voto en caso de empate. El Presidente podrá vetar las decisiones del Directorio mediante expresión fundada. Podrá ejercer el veto solamente en los casos siguientes:

a) Destino o uso de los aportes y/o subsidios que el Estado Nacional y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires asignaren al Ente.

b) Resoluciones vinculadas a la protección y restauración del medio ambiente portuario y marítimo en su ámbito de actuación.

c) Resoluciones que puedan afectar la salubridad o seguridad pública, dentro o fuera de su ámbito de actuación.

d) Resoluciones que puedan afectar la continuidad o la generalidad de los servicios portuarios.

e) Gastos no presupuestados mayores a dos (2) meses de ingresos del ente.

f) Endeudamiento y garantías plurianuales mayores a seis (6) meses de ingresos del ente.

g) Aprobación del plan de desarrollo a largo plazo.

El veto deberá ejercerlo durante la reunión de Consejo Directivo donde se haya tomado la decisión, salvo que por razones de fuerza mayor no pudiera estar presente, en tal caso deberá formular el veto en la siguiente reunión. El veto tendrá carácter suspensivo y quedará automáticamente sin efecto si no es ratificado por el Poder Ejecutivo dentro de los  sesenta  (60) días hábiles administrativos de producido.

Art. 17.- Serán atribuciones y deberes del Presidente los siguientes:
a) Ejercer la representación del Ente, firmando todos los convenios,  contratos y demás instrumentos públicos o privados.

b) Convocar y presidir las reuniones ordinarias del Directorio.

c) Convocar a reuniones extraordinarias y presidirlas cuando lo considere necesario o lo soliciten como mínimo tres (3) Directores.

d) Cumplir y hacer cumplir las disposiciones legales, reglamentarias y estatutarias correspondientes, como así también ejecutar las decisiones que adopte el Directorio.

e) Otorgar licencias al personal superior y atender la disciplina del personal del ENTE aplicando sanciones.

f) Ordenar las investigaciones y procedimientos que estime convenientes.

g) Delegar facultades de su competencia en el personal superior del ENTE, con la autorización previa del Directorio, excepto aquellas que expresamente le hayan sido encomendadas por el Directorio.

h) Adoptar las medidas que siendo competencia del Directorio no admitan demoras, sometiéndose a consideración del mismo en la sesión inmediata, que deberá convocar.

CAPÍTULO V

PATRIMONIO DEL ENTE

Art. 18.- El Patrimonio del Ente está constituído por:

a) Todos los bienes muebles, valores, créditos o derechos de cualquier otra naturaleza que conforme al inventario de transferencia que reciba el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires del Poder Ejecutivo Nacional, excluyéndose expresamente el dominio de derechos y acciones sobre los inmuebles transferidos, los que quedarán reservados para el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.-
b) Los importes de los cánones y tarifas que perciba de los concesionarios, locatarios, permisionarios y/o titulares derechos de anticresis de las terminales portuarias o muelles con destino comercial, instaladas o que se construyan en su ámbito de actuación.

c) Las tarifas que perciba de los titulares de las terminales portuarias industriales o recreativas en general, construidas en su ámbito de actuación.

d) Las tarifas por servicios que preste por sí o por terceros  a la navegación, a los buques y a las cargas.

e) Las tasas que cobre por el servicio de mantenimiento y profundización del dragado de los canales existentes en su ámbito de actuación.

f) Los importes de las multas, recargos e intereses que se apliquen a los concesionarios, locatarios, permisionarios o titulares de derechos de anticresis de las instalaciones portuarias por el incumplimiento de sus obligaciones.

g) Los importes que en concepto de indemnización perciba por los daños y perjuicios causados en las instalaciones portuarias a su cargo y bienes que integran su patrimonio.

h) Los importes que en concepto de indemnización perciba por los daños y perjuicios producidos por terceros al medio ambiente marítimo de su ámbito de actuación, ya sean provenientes de buques o artefactos navales o de actividades terrestres que se encuentren ubicadas dentro o fuera del mencionado ámbito.

i) Todo otro recurso que corresponda ingresar al patrimonio del Ente y los bienes de cualquier carácter que adquiera en el futuro con el producido de sus ingresos.

j) El importe de los subsidios, legados y donaciones que reciba, o los bienes de cualquier naturaleza que ingresen como tales.

Art. 19.- Los recursos resultantes de la administración y explotación del Puerto son reinvertidos totalmente en beneficio de la administración y en el  mejoramiento de la infraestructura, instalaciones y servicios del mismo. El Gobierno de la Ciudad puede realizar aportes para el financiamiento de trabajos de expansión o mejoramiento de dicha infraestructura, mediante una Ley específica sancionada por la Legislatura.

Art. 20.- Las utilidades líquidas provenientes del desarrollo de la actividad del Ente se destinan:
a) Un diez por ciento (10 %) para constituir un fondo de reserva  acumulable anualmente, para cubrir posibles quebrantos o gastos imprevistos necesarios para mantener la actividad del Puerto.

b) Un noventa por ciento (90 %) para un fondo de inversión destinado a la expansión de la actividad portuaria, la mejora de su funcionamiento, la actualización tecnológica de la infraestructura y la realización de mejoras edilicias, de muelles y vías de acceso, como también  la contratación de servicios de consultoría para estudios y proyectos, actividades de capacitación, investigación y desarrollo todas ellas orientadas a mejorar y promocionar al Puerto.

CAPÍTULO VI
CONTROL E INTERVENCIÓN DEL ENTE

Art. 21.- La fiscalización del Ente es ejercida por una unidad de auditoría interna cuya constitución y régimen de funcionamiento establecerá el Consejo Directivo de conformidad con lo prescripto por la Ley 70.
Art. 22.- La Legislatura puede disponer por ley la intervención del Ente en los siguientes supuestos:
a) Incumplimiento del ejercicio de las funciones de administración y explotación del puerto.

b) Desviamiento  del destino comercial, de la actividad portuaria específica y del uso público del puerto  conforme lo determina la Ley Nacional Nº 24.093.

c) Acefalía total o parcial del Consejo Directivo que no permita la toma de decisiones o impida la normal administración del Ente.

La ley que disponga la intervención del Ente debe fijar el plazo de la misma, el cual debe ser suficiente para que el Ente recobre sus actividades normales y el cumplimiento de su objeto 

Art. 23.- El Poder Ejecutivo puede disponer la intervención del Ente en los siguientes supuestos:

a) Incumplimiento del ejercicio de las funciones de administración y explotación del Puerto.

b) Apartamiento del destino comercial, de la actividad portuaria específica y del uso público del Puerto.

c) Incumplimiento de las atribuciones y funciones establecidas en la presente ley.

d) Desvío del destino de las utilidades líquidas provenientes del desarrollo de la actividad del Ente.

e) Incumplimiento en las obligaciones legales y estatutarias que, por sus consecuencias, pudieran afectar el normal funcionamiento del Ente y la prestación de los servicios portuarios.

f) Acefalía total o parcial del Consejo Directivo que no permita la formación de quórum, conforme  a lo dispuesto estatutariamente sobre la materia.

g) Suspensión o caducidad de la habilitación conforme a lo normado por el inciso a) del artículo 23º de la Ley Nacional Nº 24.093.

En los supuestos de los incisos a), b), e) y g) el plazo de la intervención será el que establezca el acto respectivo, teniendo en cuenta el tiempo necesario para normalizar su funcionamiento en relación con lo establecido en los incisos a), b) y e) o el  restablecimiento de la habilitación en relación a lo dispuesto en el inciso g). Con respecto a los casos previstos en los incisos c), d) y f) el plazo no podrá exceder los ciento ochenta (180) días.

CAPÍTULO VII
CONVENIOS

Art. 24.- El Convenio de Transferencia incluirá la total cesión de los derechos y obligaciones emergentes de las concesiones de uso y operación de los bienes públicos portuarios adjudicados por el Poder Ejecutivo Nacional a las empresas privadas que explotan las terminales Uno a Seis del Sector Puerto Nuevo del Puerto de la Ciudad de Buenos Aires. Asimismo, contemplará las facultades y derechos que en esos contratos se otorgan actualmente a la Administración General de Puertos, como fuera establecido en los correspondientes pliegos de las licitaciones públicas o concesiones directas u otro tipo de cesiones.

Art. 25.- Las condiciones de transferencia al Ente del personal que se desempeña en la  Administración General de Puertos, en lo atinente a funciones, salario y régimen laboral deberán establecerse en el Convenio de Transferencia.

 

Art. 26.- Disolución. Liquidación: La disolución del Ente deberá ser dispuesta por ley de la Legislatura de la ciudad de Buenos Aires, debiendo preverse en la norma legal lo necesario para su liquidación y destino de sus bienes.

 

Art. 27.- Aportes y subsidios estatales: Los aportes o subsidios que el Estado Nacional  o el Gobierno de la Ciudad asigne al ente para aplicar a fines específicos, en especial al dragado y balizamiento del canal principal de acceso comprendido en su ámbito de actuación, no serán susceptibles de medidas cautelares o de ejecución por terceros y estarán sometidos al contralor de los organismos estatales pertinente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Art. 28.- Dentro de los ciento veinte (120) días de la entrada en vigencia de la presente, el Poder Ejecutivo iniciará ante el Poder Ejecutivo Nacional las gestiones necesarias para disponer la transferencia del Puerto de la Ciudad de Buenos Aires al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Art. 29.- Una vez celebrado el Convenio de Transferencia, el Poder Ejecutivo remitirá el mismo a la Legislatura para su ratificación.

Art. 30.- Comuníquese, etc.
FUNDAMENTOS
Señora Presidenta:






El artículo 8 in fine de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires establece que el Puerto de Buenos Aires es de dominio público de la Ciudad, que debe ejercer el control de sus instalaciones, se encuentren o no concesionadas. 





La Ley Nº 24.093, sancionada el 3 de junio de 1992, establece la totalidad de los aspectos vinculados a la habilitación, administración y operación de los puertos estatales y particulares existentes o a crearse en la República, como, asimismo, las normas vinculadas con la transferencia del dominio, la administración o explotación a las municipalidades, provincias y/o a la actividad privada.

 




La citada ley fue vetada parcialmente por el Decreto Nº 1.029/92, publicado el 26 de junio de 1992, observándose el artículo 11º, donde se hacía referencia a la transferencia del Puerto de Buenos Aires a la Ciudad homónima, quedando la misma imposibilitada de solicitar la transferencia de parte de su territorio, y por ende, de ejercer su administración.






Ello así, bajo el amparo de esta ley y del artículo 12º de su Decreto reglamentario Nº 769/93, del 22 de abril de 1993, se fueron transfiriendo a las distintas jurisdicciones los diferentes puertos, entre ellos, a la Provincia de Buenos Aires del Puerto Dock Sud, que se encuentra aledaño y próximo al Puerto Sur de Buenos Aires, en la desembocadura del Riachuelo.






En este contexto, resulta menester indicar que el transporte por agua, las transferencias de mercaderías y las distintas actividades y servicios que se prestan dentro de los puertos, constituyen un  factor decisivo en la economía nacional y un importante vínculo con el resto del mundo.






Cabe destacar, que la actividad portuaria tiene especial relevancia desde tiempos inmemoriales, circunstancia que se acentúa en forma contundente en este nuevo milenio, con la certeza de que para una mayor eficiencia en el uso de la  infraestructura portuaria es de suma relevancia que las mismas sean administradas por las autoridades de las jurisdicciones en los cuales se hallan situados.






En tal sentido, es importante mencionar que resulta de sumo interés en el marco jurídico-institucional y en el plano urbano-ambiental de la Ciudad de Buenos Aires, que la misma sea titular del dominio y la administración de su puerto, debido a las indudables ventajas que tal realidad otorga para una eficiente y eficaz administración. 






En este contexto, este proyecto tiene como objetivo solicitar al Poder Ejecutivo, que proceda a requerir al Gobierno Federal la transferencia inmediata a su jurisdicción del mencionado puerto, en igualdad de condiciones con las otras ciudades o distritos de país que ya poseen los establecimientos portuarios asentados en sus márgenes.

 




Así, la Constitución Nacional, reformada en 1994, señala en el artículo 129º, con respecto a la Ciudad de Buenos Aires que “La Ciudad de Buenos Aires tendrá  un régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción, y su Jefe de Gobierno será elegido directamente por el pueblo de la Ciudad. Una ley garantizará los intereses del Estado Nacional, mientras la Ciudad de Buenos Aires sea capital de la Nación. En el marco de lo dispuesto en este artículo, el Congreso de la Nación convocará a los habitantes de la Ciudad de Buenos Aires para que, mediante los representantes que elijan a ese efecto, dicten el Estatuto Organizativo de sus instituciones.”





Ello así, los Convencionales Constituyentes de la Ciudad, al redactar la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, le han otorgado a la misma una serie de facultades y poderes con respecto a su puerto, tal como se señaló precedentemente





De lo expuesto se desprende que los Constituyentes de la Ciudad han reafirmado la voluntad inquebrantable de los vecinos de tener y administrar su puerto, con el fin de que las políticas públicas que se lleven a cabo en ese área tan conflictiva y sensible no se encuentre disgregada u olvidada del todo que conforma el ejido urbano.

En efecto, y teniendo en cuente la realidad jurídica imperante se colige que es necesario establecer marcos regulatorios para los servicios de infraestructura y transporte concesionados y crear un ente regulador de la actividad.    

 


Tenemos la obligación como integrantes del Poder Legislativo de cumplir con el mandato constitucional y dotar a la ciudad del puerto que históricamente le pertenece.




Esta propuesta contiene una serie de pautas tendientes a determinar claramente la competencia del Poder Ejecutivo local en la Administración del Ente y a establecer una representación predominante del sector estatal, teniendo en cuenta tanto las competencias como las responsabilidades del Gobierno de la Ciudad.

 


Más allá de las disquisiciones de carácter legal formuladas, es necesario remarcar la importancia del Puerto para la Ciudad de Buenos Aires. La misma se transformó en un ejido urbano que conformó paulatinamente a partir de la creación en el siglo XVI del Puerto de la Santísima Trinidad de los Buenos Aires, y creció, especialmente desde el siglo XVIII, fundamentalmente con la actividad portuaria.
 


Para la concreción del presente proyecto ha resultado de vital importancia el aporte de la Legislación Nacional y de varias provincias hermanas, siendo dable mencionar: la Ley de Creación de los Entes Administradores de los Puertos de la provincia de Santa Fe, la Ley Nacional Nº 24.093 sobre actividad portuaria y la transferencia de puertos nacionales a las provincias, la Ley Nacional de Navegación N° 20.094, el Tratado del Río de la Plata y su frente Marítimo y diversas normativas vigentes en las provincias del Chaco, Misiones, Entre Ríos, Chubut y Santa Cruz. 
 


Por todas las razones expuestas es que se solicita la sanción de presente proyecto de Ley.
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